Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 41 minutos) 
Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


- “Solicitud de audiencia de SUTEL. Denuncian que no se ha cumplido con el Convenio 
Colectivo por parte de Antel. 


- Carpeta N* 1168/2008 - Distribuido N* 2453/2008. Adeudos sobre sueldos y 
pasividades. Régimen de consolidación. Proyecto de ley aprobado por la Cámara de 
Representantes. 


SEÑORA SECRETARIA.- En cuanto a las solicitudes de audiencia, corresponde informar que se va a 
coordinar con SUTEL la fecha de su comparecencia, puesto que en el día de hoy tenían acordado 
reunirse con la DINATRA. 


Con respecto a la delegación del PIT-CNT, debo decir que se nos informó que iban a asistir, 
pero el señor Melgarejo se enfermó, por lo que se decidió posponer su visita. 


Por su parte, desde la órbita del Ministerio de Transporte y Obras Públicas se nos comunicó 
que ya enviaron el proyecto de ley a estudio de los abogados. 


En lo que tiene que ver con la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, debemos informar que 
no recibimos respuesta alguna a su convocatoria. 


Por último, los representantes del Congreso de Intendentes no podían venir porque el señor 
Ambrosio Barreiro llegaba hoy a Montevideo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Todas estas audiencias, excepto la de SUTEL -que no obedece a un tema de 
agenda legislativa, sino a otra cuestión que fue solicitada por sus trabajadores- estaban previstas a los 
efectos de que sus representantes nos hicieran llegar sus comentarios con respecto al proyecto de ley 
relativo al trabajo de peones prácticos y obreros no especializados. En función de esto, debemos 
resolver si ingresamos a la consideración del mencionado proyecto o continuamos insistiendo con las 
audiencias. De todas maneras, como considero que algunas de ellas son muy importantes -tal es el 
caso del Congreso de Intendentes y del Ministerio de Transporte y Obras Públicas- me permito 
proponer postergar la consideración de esta iniciativa hasta la semana que viene, con la condición de 
que a nuestros invitados se les comunique que la próxima será la última instancia de que dispondrán 
para expedirse sobre el particular, porque el proyecto de ley está trancado hace más de una semana. 


Se pasa a considerar la Carpeta N* 1053/2008, Negociación Colectiva del Sector Público, 
Distribuido N* 2251/2008. Cabe recordar a los señores Senadores que sobre este punto no hay 
ninguna audiencia solicitada o pendiente. 


Hay que recordar que en una sesión anterior comenzamos con el tratamiento del proyecto de 
ley sobre Negociación Colectiva en el Sector Público, pero después interrumpimos su consideración. 


En consecuencia, no tengo claro si iniciamos la consideración del articulado, aunque creo que sólo se 
dio lectura a algunos de los artículos en general. 


(Dialogados) 


Me acota la Secretaría que se habló en general de los artículos, pero la lectura se detuvo en 
el 15 porque se decidió esperar a que concurrieran representantes de la Cátedra de Derecho Laboral, 
lo que ocurrió en una sesión posterior. 


Por lo tanto, corresponde que terminemos con la lectura en general, desde el artículo 15 en 
adelante, o bien comencemos con el tratamiento del articulado desde el principio. Personalmente, 
entiendo que no es necesario continuar con la lectura en general porque es un proyecto de ley bien 
armado y armónico, por lo que, salvo opinión en contrario, preferiría que ingresáramos en su 
tratamiento. 


(Apoyados) 
Léase el artículo 1*. 
(Se lee:) 


“Artículo 1*. (Principios y derechos fundamentales del sistema de relaciones laborales en el 
sector público). 


El sistema de relaciones laborales en el sector público está inspirado y regido por los 
principios y derechos que se desarrollan en el presente capítulo y por los derechos fundamentales 
internacionalmente reconocidos (Artículos 57, 65, 72 y 332 de la Constitución de la República). 


El diálogo social en materia laboral incluye la participación, la consulta, la información y la 
negociación colectiva con las organizaciones representativas de los trabajadores públicos”. 


En consideración. 


Con respecto a este artículo, se había volcado alguna opinión -que, en lo personal, me 
pareció de recibo- sobre la posibilidad de eliminar el último inciso, pues no resultaría necesario. No 
tengo ningún inconveniente en proceder en ese sentido, porque es un artículo de carácter 
programático, y el último inciso define el diálogo social, por lo que no corresponde incluirlo en el 
proyecto de ley. 


SEÑORA DALMÁS.- El PIT-CNT planteó una sugerencia sobre este artículo que no tengo presente 
con exactitud en qué consistía. Si mal no recuerdo, creo que consideraban redundante la expresión 
“con las organizaciones representativas de los trabajadores públicos”. Se me ocurre que este inciso 
pretende dejar establecido quiénes intervienen en la negociación colectiva. En realidad, si esto resulta 
claro, pienso que no habría ningún inconveniente en que se eliminara. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo que sí me parece de recibo, es que más allá de que la negociación 
colectiva del sector público sea parte o consecuencia del diálogo social, en realidad, su existencia y su 
funcionamiento no tiene porqué estar dentro de dicho proyecto de ley. A mí no me molesta, pero el 
planteo de la no necesidad, repito, me resultó de recibo. Por lo tanto, no tengo inconveniente en votar 
el artículo con o sin el último inciso. 


(Ingresa a Sala el señor Senador Gallinal) 


Voy a informar brevemente al señor Senador Gallinal que estamos analizando el artículo 1% 
del proyecto de ley de negociación colectiva del sector público. Este es un artículo programático, y en 
su último inciso se establece que “El diálogo social en materia laboral incluye la participación, la 
consulta, la información, la negociación colectiva con las organizaciones representativas de los 
trabajadores públicos”. Al señor Senado Alfie le parecía que este inciso no es necesario y, 
personalmente, pienso que tiene razón. Entonces, hay una propuesta de dicho Senador -que la 
Presidencia hace suya- en el sentido de aprobar este artículo eliminando su último inciso. 


SEÑOR GALLINAL.- Pienso que el artículo 2? recoge el último inciso del artículo 1. 
SEÑOR ALFIE.- Creo que sí; lo expliqué en su momento. 


SEÑOR GALLINAL.- Sin embargo, me parece que es una suerte de definición del alcance del sistema 
de relaciones laborales que se promueve, por lo que no me parece mal que figure en el artículo. 


En el artículo 2% se insiste con este tema, ya que habla de participación, consulta y 
colaboración. ¿Cuál es el objetivo de la negociación colectiva? ¿Cuáles son los propósitos que se 
persiguen al establecer la negociación colectiva en el sector público, que algunas diferencias tiene con 
el sector privado? Los propósitos son: participar, informar y negociar. Por lo tanto, que esto esté 
establecido en el artículo 1% no me parece que sea ajeno al tema, ya que será la matriz de lo que se va 
a pretender negociar. Me parece que es una definición en la que se establecen los alcances y los 
objetivos de esos diálogos. 


SEÑOR ALFIE.- En realidad, no entiendo el concepto planteado. Se habla del diálogo social como si 
estuviera por fuera de lo que estamos hablando. El artículo 2” define, precisamente, la consulta, la 
colaboración de las autoridades, la participación y el cambio de opiniones; pero eso no es el diálogo 
social, sino la negociación. Parecería que esto debería estar en la exposición de motivos, como si el 
proyecto de ley formara parte del diálogo social o del intercambio de las partes y no como algo 
definido. Esa es la opinión que tuve en su momento y que la ratifique después de haber realizado 
algunas consultas. 


SEÑORA DALMÁS.- Después de este intercambio de opiniones afines a la idea de la eliminación del 
inciso, quiero recordar que el PIT-CNT coincide con el cuestionamiento del señor Senador Alfie, en 
cuanto a que el diálogo social es algo más abarcativo; no refiere a la materia concreta de la 
negociación colectiva, sino que es algo más general, por lo que lo veían como descolgado de la 
materia que trata el proyecto en sí mismo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Comparto la observación realizada. Lo que el artículo 1? define no es el 
“diálogo social”, sino las relaciones laborales. En todo caso, debería decir: “Las relaciones laborales 
incluyen la participación, la consulta, la información y la negociación colectiva con las organizaciones 
representativas de los trabajadores públicos”. Esa sería una redacción acorde con lo que el artículo 1? 
pretende y con la redacción del inciso anterior, si es que se lo va a dejar. 


El artículo 2* es reiterativo en el tema de la participación, la consulta y la colaboración, y no lo 
vincula al diálogo social sino a las relaciones laborales; eso es nuestra materia de legislación en este 
momento, las relaciones laborales, y dentro de ellas, la negociación colectiva del sector público. 


Por mi parte, me inclino por eliminarlo, pero del mismo modo digo que si esto es un 
impedimento para que votemos el proyecto unánimemente, por supuesto que lo dejo tal como está. En 
definitiva, coincido en que no es necesario, pero no me molesta. 


SEÑOR GALLINAL.- Comparto que no estamos legislando en materia de diálogo social; quizás lo que 
está mal es el comienzo del artículo, y lo que debería decir es: “La negociación colectiva en materia 
laboral con las organizaciones representativas de los trabajadores públicos incluye la participación, la 
consulta, la información” y algún otro aspecto que esté incluido en los artículos siguientes, como la 
colaboración, etcétera. 


En consecuencia, me parece bien que se elimine el inciso segundo o se sustituya el 
comienzo, y en lugar de hablar del diálogo social, se exprese: “La negociación colectiva en materia 
laboral incluye”, lo que a continuación se define en los artículos siguientes. 


Sigamos avanzando, entonces, en la consideración del texto y quizás lleguemos a concluir si 
el inciso debe estar o no. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a pasar al artículo 2* y, en todo caso, como tiene que ver con el 12, 
volvemos a analizar este punto. 


Léase el artículo 2”. 
(Se lee:) 
“Artículo 2* (Participación, consulta y colaboración) 


La participación y la consulta son el intercambio de opiniones y la apertura de un diálogo 
sobre asuntos respecto de los cuales se ha proporcionado previamente información suficiente, a un 
nivel adecuado de representación de las partes que permita obtener respuestas suficientes sobre las 
posiciones adoptadas e incluso alcanzar acuerdos previos a posibles decisiones unilaterales. 


El Estado promoverá de manera efectiva la consulta y la colaboración entre las autoridades 
públicas y las organizaciones de trabajadores públicos sobre las cuestiones de interés común que 
pudieren ser determinadas por las partes, con el objetivo general de fomentar relaciones fluidas entre 
los interlocutores, la comprensión mutua, el intercambio de información y el examen conjunto de 
cuestiones de interés mutuo. 


En consecuencia, las autoridades públicas competentes recabarán en forma adecuada las 
opiniones, el asesoramiento y la asistencia de las organizaciones representativas de los trabajadores 
públicos respecto de dichas cuestiones”. 


En consideración. 


SEÑOR ALFIE.- Cuando estuvimos viendo este tema en una sesión anterior, había señalado que el 
artículo 2% es, en realidad, sólo el inciso segundo del artículo 2%, pues el inciso tercero no sólo no 
agrega nada sino que, dado lo florido de la redacción, podría llegar a interpretarse como contradictorio 
por parte de algún Juez. Seguramente acá no lo vamos a discernir ni nos vamos a dar cuenta, pero 
creo que esto va en contra del principio general de las leyes que dice que deben ser concisas, breves y 
explícitas. 


Creo que aquí se agregan demasiadas cosas, pero no sabemos cuáles pueden llegar a ser las 
consecuencias; en principio no habría nada raro, pero nunca se sabe qué puede suceder. 


El inciso tercero es el que más llama la atención, ya que comienza diciendo: “En 
consecuencia”. Pienso que las consecuencias las debe deducir quien tiene que dictaminar la 
interpretación en su momento; no podemos hacer la jurisprudencia nosotros mismos. 


Como ya he expresado, para mí el inciso segundo es muy claro y lo podríamos votar tal cual 
está; al inciso tercero no le encuentro ningún sentido; y el inciso primero, si bien es algo confuso, se 
encuentra en un punto medio entre los otros dos, es decir, en una más zona gris. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Comparto parcialmente lo que expresa el Senador Alfie. 


En lo personal, pienso que el inciso primero es innecesario. 


En cuanto al inciso segundo, también considero que es el importante. 


Y en lo que tiene que ver con el inciso tercero, creo que se podría eliminar la expresión “En 
consecuencia” y decir simplemente: “Las autoridades públicas competentes recabarán en forma 
adecuada las opiniones, el asesoramiento y la asistencia de las organizaciones representativas de los 
trabajadores públicos respecto de dichas cuestiones”. De esta manera, la norma estaría estableciendo 
la obligación de las autoridades públicas de actuar de acuerdo con lo que se establece en el inciso 
anterior. Por tanto, no me parece que este inciso esté de más, pues es imperativo y es parte de lo que 
la ley obliga. 


SEÑORA DALMÁS.- Del inciso primero rescato el tema de proporcionar información suficiente de 
ambas partes, porque creo que agrega algo positivo a las relaciones laborales adecuadas. 


Por otro lado, pienso que es importante -quitando la expresión “En consecuencia”, con lo que 
estoy totalmente de acuerdo- el hecho de que las autoridades públicas aseguren el asesoramiento y la 
asistencia a las organizaciones representativas de los trabajadores. No puedo evitar remitirme a una 
experiencia personal sobre la reestructura funcional del Ente en el que trabajaba. Allí la empresa 
pública proporcionó técnicos para asesorarnos. 


SEÑOR ALFIE.- En el proyecto no se expresa eso. 


SEÑORA DALMÁS.- Sí lo dice, pues se habla del asesoramiento y la asistencia a las organizaciones 
representativas de los trabajadores. 


SEÑOR ALFIE.- No, señora Senadora, el texto expresa “el asesoramiento y la asistencia de las 
organizaciones representativas” y no “a las organizaciones”. Dice lo contrario a lo que usted dice. 


SEÑORA DALMÁS.- Tiene razón, señor Senador, expresa “de las organizaciones”. Yo creo que es 
importante que también se proporcione asistencia y asesoramiento por parte de las autoridades. 


En el Ente en el que yo trabajaba tuvimos una reestructura que implicaba que gerentes, 
trabajadores y delegados de sectores se desplazaran desde Artigas a Tacuarembó, Rocha, Colonia o 
los puntos más distantes del país -porque se cubrían los servicios de todo el país- y toda la 
infraestructura la proporcionó la autoridad pública, en una actividad conjunta. Yo analizaba este inciso 
desde ese punto de vista; tal vez la redacción así no lo refleje. 


SEÑOR ALFIE.- En cuanto a lo que dice la Senadora Dalmás con respecto al deber de información y 
demás, debo decir que el inciso segundo ya menciona esto, pues reitera parte de lo que dice el inciso 
primero. Pero, además, el artículo 6* establece esto como una obligación, pues en su literal d) expresa: 
“El intercambio de la información necesaria a los fines del examen de las cuestiones en debate”. Este 
es, justamente, el artículo que se refiere a la obligación de negociar. Por eso yo expresaba que tanto el 
inciso primero como el tercero son redundantes; en el caso del inciso tercero sigo sosteniendo que es 
redundante aun eliminando la expresión “En consecuencia”. 


Mi interpretación del inciso tercero va más allá de la experiencia que rescata la señora 
Senadora Dalmás. El inciso dice que “las autoridades públicas competentes recabarán en forma 
adecuada las opiniones, el asesoramiento y la asistencia de las organizaciones representativas de los 
trabajadores públicos respecto de dichas cuestiones”. O sea que tienen obligación de recabar las 
opiniones y el asesoramiento de las organizaciones; en realidad, eso es parte del intercambio de 
información, porque cuando se intercambia información, una parte viene como opinión y la otra como 
fundamento de la misma. 


En consecuencia -reitero- es una total redundancia, pero ese es mi punto de vista. 
Obviamente no se trata de algo de vida o muerte; simplemente estamos intentando que esto no sea un 
tratado, mucho más conciso y preciso en sus términos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que en la medida en que eliminemos el segundo inciso del artículo 1* - 
estoy vinculando los dos artículos- no estaría de más mantener el inciso primero del artículo 2%, y voy a 
fundamentarlo. Comparto que, de alguna forma, esto está reiterado en el último inciso del primer 
artículo y al comienzo del artículo siguiente, pero creo entender que este primer inciso pretende dar 
una importancia fundamental a la información de que se dispone previo a la negociación. 


En lo personal, de acuerdo con la experiencia que tengo, tanto en el ámbito público como en 
el privado -me tocó estar en los dos lugares- he aprendido que muchísimos conflictos se podrían evitar 
si los trabajadores dispusieran de la información correcta acerca de la situación de la institución o de la 
empresa. Muchas veces el desconocimiento de esa información o el manejo de la información 
equivocada genera posibilidades de reclamos que pueden no ser oportunos en tiempo ni en volumen. 
Como se supone que ningún trabajador con sentido común conspira contra su propia fuente de trabajo, 
cuando la información es suficiente y obtenida en forma previa, le permite tomar actitudes mucho más 
racionales en lo que tiene que ver con sus reivindicaciones. 


En definitiva, pienso que el inciso primero de este artículo tiene esa intención y no me parece 
mal dejarlo así. 


SEÑORA DALMÁS.- Reconociendo que leí o interpreté mal el inciso tercero, voy a formular una 
propuesta concreta. Me parece que el segundo inciso que figura en el proyecto es más abarcativo y por 
tanto debería ser el primero: “El Estado promoverá de manera efectiva la consulta y la colaboración 
entre las autoridades públicas y las organizaciones de trabajadores públicos”, etcétera. Como segundo 
inciso, pondría las definiciones que figuran en el primero: “La participación y la consulta son el 
intercambio de opiniones y la apertura de un diálogo”, etcétera, y allí terminaría el artículo. Desde el 
punto de vista legislativo, me parece más adecuado cambiar el orden de los incisos, o sea, que el 
segundo encabece el artículo, y poner a continuación el actual inciso primero, terminando allí el artículo 
y eliminando, por tanto, el inciso tercero. 


Me parece que eso contemplaría la idea que manejó el señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se ha presentado una propuesta que puede llevarnos a una solución, que es 
invertir el lugar de los incisos primero y segundo del artículo 2* y eliminar el tercero. 


Ahora, volveríamos atrás para tomar decisión sobre el segundo inciso del artículo 1%, que 
dice: “El diálogo social en materia laboral incluye la participación, la consulta, la información y la 
negociación colectiva con las organizaciones representativas de los trabajadores públicos”. Si los 
demás integrantes de la Comisión están de acuerdo, lo eliminaríamos. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 1%, al que se le eliminaría el 
segundo inciso. 


(Se vota:) 

5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 2% con la redacción propuesta por la señora Senadora Dalmás. 
(Se lee:) 


“Artículo 2%. El Estado promoverá de manera efectiva la consulta y la colaboración entre las 
autoridades públicas y las organizaciones de trabajadores públicos sobre las cuestiones de interés 
común que pudieren ser determinadas por las partes, con el objetivo general de fomentar relaciones 
fluidas entre los interlocutores, la comprensión mutua, el intercambio de información y el examen 
conjunto de cuestiones de interés mutuo. 


La participación y la consulta son el intercambio de opiniones y la apertura de un diálogo 
sobre asuntos respecto de los cuales se ha proporcionado previamente información suficiente, a un 
nivel adecuado de representación de las partes que permita obtener respuestas suficientes sobre las 
posiciones adoptadas e incluso alcanzar acuerdos previos a posibles decisiones unilaterales”. 


En consideración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 2%, tal como fuera leído por 
Secretaría. 


(Se vota:) 
5 en 5.Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 3*. 
(Se lee:) 
“Artículo 3". (Negociación Colectiva). 


Negociación colectiva en el sector público es la que tiene lugar entre uno o varios organismos 
públicos, por una parte, y una organización o varias organizaciones representativas de funcionarios 
públicos, por otra, con la finalidad de: a) fijar las condiciones de trabajo y empleo; b) regular las 
relaciones entre empleadores y funcionarios; c) regular las relaciones entre uno o varios organismos 
públicos y una organización o varias organizaciones de funcionarios, o lograr todos esos fines a la vez”. 


En consideración. 


SEÑOR ALFIE.- Cuando vinieron a esta Comisión los integrantes de la Cátedra de Derecho de la 
Universidad de la República, hicieron una sugerencia que me parece de recibo. Concretamente, 
proponían que se estableciera: “La negociación colectiva en el sector público es la que tiene lugar entre 
una o varias organizaciones públicas y una o varias organizaciones que las representen”, etcétera, 
porque los organismos públicos puede tener organizaciones que los representen, y creo que se habló 
del Congreso de Intendentes. 


Por tanto, me parece adecuado corregir la redacción y, en ese sentido, yo diría: “Negociación 
colectiva en el sector público es la que tiene lugar, por una parte, entre uno o varios organismos 
públicos o una o varias organizaciones que los representen, y por la otra, una o varias organizaciones 
representativas de los funcionarios públicos, con la finalidad de”, etcétera, dejando el resto del artículo 
tal como está. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 3% con la sugerencia del señor Senador Alfie. 
(Se lee:) 


“Artículo 3” (Negociación Colectiva).- Negociación colectiva en el sector público es la que 
tiene lugar, por una parte, entre uno o varios organismos públicos o una o varias organizaciones que 
los representen, y por otra parte, una o varias organizaciones representativas de funcionarios públicos, 
con la finalidad de: a) fijar las condiciones de trabajo y empleo; b) regular las relaciones entre 
empleadores y funcionarios; c) regular las relaciones entre uno o varios organismos públicos y una 
organización o varias organizaciones de funcionarios, o lograr todos esos fines a la vez”. 


SEÑOR ALFIE.- En el punto c), donde se dice: “regular las relaciones entre uno o varios organismos 
públicos”, sugiero agregar: “y una o varias organizaciones de funcionarios públicos”. Aunque 


incurramos en una reiteración, pienso que es lo adecuado. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Léase por secretaría el artículo 32 con las modificaciones propuestas. 
(Se lee:) 
“Artículo 3*.- (Negociación Colectiva). 


Negociación colectiva en el sector público es la que tiene lugar, por una parte, entre uno o 
varios organismos públicos o una o varias organizaciones que los representen, y por otra parte, una o 
varias organizaciones representativas de funcionarios públicos, con la finalidad de: a) fijar las 
condiciones de trabajo y empleo; b) regular las relaciones entre empleadores y funcionarios; c) regular 
las relaciones entre uno o varios organismos públicos y una o varias organizaciones de funcionarios 
públicos, o lograr todos esos fines a la vez”. 


En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 3% con ese texto. 
(Se vota:) 
5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 4”. 
(Se lee:) 
“Artículo 4*.- (Derecho de negociación colectiva). 


Reconócese el derecho a la negociación colectiva a todos los funcionarios públicos, con las 
exclusiones, limitaciones y particularidades previstas en el artículo 9% del Convenio núm. 87 (sobre la 
libertad sindical y la protección del derecho de sindicación, 1948, aprobado por la ley 12.030 de 27 de 
noviembre de 1953) y en los numerales 2 y 3 del artículo 1% del Convenio núm. 151 (sobre las 
relaciones de trabajo en la administración pública, 1978, aprobado por la ley 16.039 de 8 de mayo de 
1989). 


El Estado promoverá y garantizará el libre ejercicio de la negociación colectiva en todos los 
niveles. A tales efectos adoptará las medidas adecuadas a fin de facilitar y fomentar la negociación 
entre la administración y las organizaciones representativas de trabajadores públicos”. 


En consideración. 
SEÑORA DALMÁS.- Quiero señalar algunas cuestiones de forma. 


Creo que cuando se menciona “el artículo 9% del Convenio núm. 87”, no debe indicarse entre 
paréntesis -como aquí se hace- la materia del Convenio, lo que sin duda es bueno para el estudio pero 
no para la legislación. Pienso que quien consulte esta ley debería ocuparse de averiguar de qué trata el 
“Convenio núm. 87”; no es preciso adelantarlo entre paréntesis, sino simplemente decir: “Convenio 
núm. 87, aprobado por la ley 12.030, de 27 de noviembre de 1953”. 


Y en la parte que hace mención a “los numerales 2 y 3 del artículo 1% del Convenio núm. 151”, 
empleando el mismo criterio, habría que borrar la frase que dice “sobre las relaciones de trabajo en la 
administración pública, 1978”, y continuar la redacción de la disposición diciendo: “aprobado por la ley 
16.039 de 8 de mayo de 19809”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece importante destacar que cuando se mencionan los Convenios N* 
87 y N* 151, es necesario aclarar que se trata de convenios celebrados con la Organización 
Internacional del Trabajo. Por supuesto, comparto lo que ha dicho la señora Senadora Dalmás, pero 
creo que la parte del artículo que hace referencia a los Convenios debería quedar redactada de la 
siguiente manera: “artículo 9% del Convenio núm. 87 de la Organización Internacional del Trabajo de 
1948” y “artículo 1% del Convenio núm. 151 de la Organización Internacional del Trabajo del año 1978”. 


SEÑORA DALMÁS.- ¿Es necesario indicar el año? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que por lo menos es preciso señalar el número y con qué organización 
se realizó el Convenio, porque puede haber otros que tengan el mismo número y no se hayan firmado 
con la Organización Internacional del Trabajo. De todos modos, el año me parece que no es 
imprescindible; simplemente lo mantuve en la redacción que propongo, pero repito que hay que 
agregar que el Convenio es con la Organización Internacional del Trabajo. 


Léase el artículo 4% con las modificaciones propuestas. 
(Se lee:) 
“Artículo 4%. (Derecho de negociación colectiva). 


Reconócese el derecho a la negociación colectiva a todos los funcionarios públicos, con las 
exclusiones, limitaciones y particularidades previstas en el artículo 9% del Convenio núm. 87 de la 
Organización Internacional del Trabajo (aprobado por la ley 12.030 de 27 de noviembre de 1953) y en 
los numerales 2 y 3 del artículo 1? del Convenio núm. 151 de la Organización Internacional del Trabajo 
(aprobado por la ley 16.039 de 8 de mayo de 1989). 


El Estado promoverá y garantizará el libre ejercicio de la negociación colectiva en todos los 
niveles. A tales efectos adoptará las medidas adecuadas a fin de facilitar y fomentar la negociación 
entre la administración y las organizaciones representativas de trabajadores públicos”. 


SEÑOR ALFIE.- Quiero hacer referencia a la versión taquigráfica de la sesión a la que asistieron los 
titulares de la Cátedra de Derecho Laboral, en la que con respecto a este artículo dijeron lo siguiente: 
“Si la voluntad del Legislador es la de excluir estas situaciones,” -es decir las del artículo 9 del 
Convenio N* 87 y las de los numerales 2 y 3 del Convenio N* 151, que tienen que ver con las Fuerzas 
Armadas, el personal superior y demás- “que -reitero- son válidamente aceptadas por las normas 
internacionales, por el Comité de Libertad Sindical y también por la Comisión de Expertos en la 
Aplicación de Convenios y Recomendaciones, nos parece que no alcanza con efectuar una simple 
remisión a los artículos de los Convenios N* 87 y N* 151, porque precisamente, lo que en ello se 
expresa es que cada legislación nacional debe determinar qué funcionarios públicos -Policía, 
Fuerzas Armadas, funcionarios de alto nivel de confidencialidad, etcétera, etcétera- están excluidos y 
hasta qué punto lo están. Nos parece que ello exigiría un pronunciamiento concreto y expreso del 
Legislador, en un sentido u otro, que debería constar en el texto”. Lo que se está afirmando aquí es que 
deberíamos establecer a texto expreso cuáles son los funcionarios excluidos, o determinar que se trata 
de la totalidad de los que están en esos artículos. Digo esto, porque la norma expresa que se acepta a 
todos esos funcionarios, pero la legislación interna puede establecer que se exceptúa a unos sí y a 
otros no. Esa es la observación que hicieron los doctores Hermida Uriarte y Rossembaum. 


SEÑORA DALMÁS.- En realidad, no entendí la observación del señor Senador Alfie, porque si se 
remite a la ley que lo aprobó, la ley sancionada, está admitiendo -por ley, obviamente- las excepciones 
que figuran en esos Convenios; a menos que estemos dispuestos a revisar las leyes. 


SEÑOR ALFIE.- Lo que interpreto es lo siguiente. 


Hay un Convenio internacional en el que algunos de sus artículos admiten determinadas 
excepciones, por lo que, cuando uno aprueba la ley, acepta esas excepciones; pero es algo marco. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Acepta o no. Y cuando aprueba la ley... 


SEÑOR ALFIE.- Acepta que puede aceptar esas excepciones. La ley es la legislación marco que hace 
suyo el Convenio; nada más. Entonces, frente a la ley específica que regula ese aspecto, los 
profesores manifestaron que expresamente se tenía que establecer que se toma todo o una parte de lo 
incluido en el artículo 9? y demás. Esto es lo que señalaron los profesores. 


SEÑORA DALMÁS.- Ahora comprendo lo que quiso decir el señor Senador Alfie, haciendo referencia a 
lo expresado por los integrantes de la Cátedra: admitir determinado listado de excepciones no quiere 
decir que todas ellas sean válidas para un país. Seguramente son válidas todas las incluidas en esa 
lista, pero si no figuran en ella, no lo son. A su vez, pueden ser válidas algunas de las incluidas en la 
lista y otras no, todo depende del país de que se trate. 


Ahora bien; esto me lleva a pensar que la discusión de este artículo tiene connotaciones 
mucho más importantes que las de admitir como válida esa lista, porque entonces estaríamos 
revisando -para todo concepto, no sólo para esta ley- la posibilidad de negociación colectiva de todos 
los que están en esa lista del Convenio, lo que implica que estaríamos seleccionando, y creo que eso 
tiene otras connotaciones. Por eso propongo que nos hagamos el tiempo para realizar una consulta en 
este sentido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si el señor Senador Alfie está de acuerdo, dejaríamos pendiente este artículo 
hasta que hagamos las consultas del caso. 


SEÑOR ALFIE.- Estoy de acuerdo. Entiendo -también lo entendí en su momento, cuando lo leí- que tal 
como está redactado el artículo 4%, había que tomar toda la lista; por ello, si mal no recuerdo, fui yo 
quien pidió postergar este artículo, para poder comprender si estaba bien o mal, y el señor Presidente 
apoyó mi solicitud. Reitero que tal como está redactado da a entender que hay que tomar toda la lista, 
pero los profesores dijeron que no. 


SEÑORA DALMÁS..- Tienen razón. 


SEÑOR ALFIE.- Claro que tienen razón, pero insisto en que yo entendía que había que tomar toda la 
lista; de hecho, creo que el espíritu era tomar toda la lista. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los señores Senadores están de acuerdo, deberíamos efectuar dos 
consultas: una de ellas a los autores del proyecto -que es el Poder Ejecutivo, concretamente, el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social- para saber con exactitud qué es lo que se pretende, porque 
tenemos que definir cuál es la intención de quienes redactaron esta iniciativa; y la otra a la Cátedra, a 
los efectos de que nos ayuden con la redacción que surgiría de su propia propuesta, lo que podemos 
hacer sin tener que invitarlos a la Comisión. 


Correspondería considerar el artículo 5*. 


Quiero recordar a los señores Senadores que la Cátedra había planteado que esta 
disposición no era necesaria. El artículo dice así: “Las partes están obligadas a negociar, lo que no 
supone la obligación de concretar acuerdos”. Considero que es absolutamente innecesario, porque ello 
siempre es así. Entonces, si estamos todos de acuerdo, eliminaríamos este artículo 5”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 5. 
(Se vota:) 
0 en 5. Negativa. 


Léase el artículo 6". 


(Se lee:) 
“Artículo 6”. (Obligación de negociar de buena fe). 


La obligación de negociar de buena fe comporta para las partes los siguientes derechos y 
obligaciones: 


a) La concurrencia a las negociaciones y a las audiencias citadas en debida forma; 


b) La realización de las reuniones que sean necesarias, en los lugares y con la frecuencia y 
periodicidad que sean adecuadas; 


Cc) La designación de negociadores con idoneidad y representatividad suficientes para la 
discusión del tema que se trata; 


d) El intercambio de la información necesaria a los fines del examen de las cuestiones en 
debate; 


e) La realización de los esfuerzos conducentes a lograr acuerdos que tengan en cuenta las 
diversas circunstancias del caso”. 


En consideración. 


SEÑOR GALLINAL.- El artículo se titula “Obligación de negociar de buena fe” y lo que hace es 
disponer un conjunto de recomendaciones y de derechos y obligaciones -tal como se establece en el 
acápite- para que, efectivamente, prosperen esas negociaciones. 


Entiendo que el literal b) debería decir “La realización de las reuniones entre las partes que 
sean necesarias, en los lugares y con la frecuencia y periodicidad que sean adecuadas;” porque, de 
otra forma, podría interpretarse que se trata únicamente de reuniones de personal, por ejemplo, en 
cualquier lugar y con la frecuencia que les parezca. Desde mi punto de vista, lo que se quiere facilitar 
es la bilateralidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estoy de acuerdo. 


SEÑOR ALFIE.- Creo que la redacción propuesta por el señor Senador Gallinal precisa un poco el 
alcance del literal b), el cual personalmente también había observado en su momento. De todas 
maneras, me queda cierta sensación de excesiva laxitud porque señala “que sean necesarias, en los 
lugares y con la frecuencia y periodicidad que sean adecuadas”. Pienso que deberían establecerse 
determinados límites porque, por ejemplo, puede interpretarse que “que sean necesarias” es todos los 
días. Sé que en la vida, al final, todo tiene su límite, pero insisto en que me parece que deberíamos fijar 
determinados márgenes -no sé si un plazo- más precisos para que esto no sea algo “in eternum”. 


SEÑORA DALMÁS.- Considero que no sería adecuado establecer plazos en una norma general, que 
define la obligación de negociar de buena fe. Entiendo que está bien que se determine “La realización 
de las reuniones entre las partes que sean necesarias, en los lugares y con la frecuencia y periodicidad 
que sean adecuadas”, porque de esa forma se evita, “contrario sensu”, la negociación de mala fe. 
Aunque parezca mentira, ésta puede existir en tanto se cubre la formalidad pero no se facilita el 
acuerdo. Por ejemplo, podría determinarse una periodicidad tal que obstaculizara la negociación o, 
incluso, establecerse lugares para la negociación, por una u otra de las partes. En general, en la 
Administración Pública sabemos que el poder es bastante desequilibrado. 


En definitiva, considero que este literal es importante porque define lo que significa negociar 
de buena fe. Es más; negociar de buena fe no implica alargar la negociación sino hacerla lo más corta 
posible, de modo de llegar a un acuerdo; sería raro que el interés de las partes fuera el de negociar 


indefinidamente y, generalmente, cuando la negociación se alarga por parte de la patronal, sea pública 
o privada, ello provoca un conflicto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que este literal b), de alguna manera, tiene como objetivo posibilitar y 
habilitar la participación del Estado en la acción y responsabilidad que la ley le determina, esto es, 
promover la negociación colectiva y no ser parte de ella, porque es claro que el Estado, en este caso el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, no puede ser Juez y parte, sino promotor de estas 
negociaciones. Considero -aclaro que ésta es una interpretación personal- que por este literal b) se 
estaría facultando al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social a que, frente a circunstancias en las que 
alguna de las partes no quiera concurrir y no lo haga a las reuniones necesarias para negociar de 
buena fe, pueda realizar la convocatoria correspondiente. Esta es la sensación que me queda luego de 
leer el literal. 


Ahora bien, ¿quién determina la realización de estas reuniones? Las partes; pero si ellas no 
se ponen de acuerdo, dentro de la responsabilidad de promover el diálogo, el Poder Ejecutivo, en este 
caso el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, puede convocarlas. 


Justamente, creo que esta es la herramienta apropiada como para destrabar aquellas 
circunstancias que lleven a la no realización de las reuniones. Al fin y al cabo, para que ellas tengan 
lugar se requiere que ambas partes estén de acuerdo, porque de lo contrario este proyecto de ley no 
tendría sentido alguno. En consecuencia, pienso que tiene que existir una herramienta que permita 
que, cuando hay una parte que no tiene buena voluntad y no quiere participar, el Poder Ejecutivo, en su 
rol de promotor, pueda convocar las reuniones correspondientes. Por tal motivo, propongo que este 
artículo se mantenga, y no tengo inconveniente en que se le hagan agregados. 


SEÑOR GALLINAL.- Me permito sugerir la siguiente redacción: “b) La realización entre las partes de 
las reuniones que sean necesarias,” y luego continúa tal como está. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase por Secretaría el literal b) del artículo 6*. 


SEÑORA SECRETARIA.- “b) La realización entre las partes de las reuniones que sean necesarias, en 
los lugares y con la periodicidad que sean adecuadas;”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 6% con la modificación 
introducida por el señor Senador Gallinal. 


(Se vota:) 

5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 7. 

(Se lee:) 

“Artículo 7”. (Derecho de información). 


Las partes tienen la obligación de proporcionar, en forma previa y recíproca, la información 
necesaria que permita negociar con conocimiento de causa”. 


En consideración. 


SEÑOR ALFIE.- Claramente no tengo problema alguno con lo que establece esta disposición, pero es 
el caso de un artículo -aparte del 6”- en el que se da una redundancia si lo relacionamos con el inciso 


segundo del artículo 2”. Sin embargo, esto ha sido expresamente puesto, y nos parece absolutamente 
correcto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que no molesta. 


SEÑORA DALMÁS..- En cierta forma, podría interpretarse que este inciso es redundante. Sin embargo, 
hay que tener en cuenta que en el artículo 2% se define qué es participación y consulta, que incluye la 
información suficiente realizada previamente, mientras el artículo 7* establece que tienen la obligación 
de proporcionar la información; es decir que el sentido es distinto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Este artículo justifica que hayamos eliminado el inciso tercero del artículo 2*, 
que decía: “En consecuencia, las autoridades públicas competentes recabarán en forma adecuada las 
opiniones, el asesoramiento y la asistencia de las organizaciones representativas de los trabajadores 
públicos respecto de dichas cuestiones”, porque expresa: “Las partes tienen la obligación de 
proporcionar, en forma previa y recíproca, la información necesaria que permita negociar con 
conocimiento de causa”. 


SEÑOR ALFIE.- Creo que este artículo y el siguiente son importantes por lo que se señalaba 
anteriormente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 7”. 
(Se vota:) 
5en5  .Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 8*. 
(Se lee:) 
“Artículo 8. (Formación para la negociación). 


Las partes en la negociación colectiva adoptarán medidas para que sus negociadores, en 
todos los niveles, tengan la oportunidad de recibir una formación adecuada. 


La formación a impartirse no limitará el derecho de las organizaciones de los trabajadores de 
designar a sus propios representantes a los fines de la negociación colectiva”. 


En consideración. 


SEÑOR ALFIE.- A mi juicio, los incisos del artículo son, en parte, contradictorios. El primero dice que 
“Las partes en la negociación colectiva adoptarán” -que es como decir “deberán adoptar”- “medidas 
para que sus negociadores, en todos los niveles, tengan la oportunidad de recibir una formación 
adecuada”. El texto nos está diciendo que los negociadores deben ser formados. No se debe mandar a 
personas no formadas porque, como bien se decía al principio, pueden terminar trabando algo por falta 
de formación. Sin embargo, en el inciso siguiente, se agrega que “La formación a impartirse no limitará 
el derecho de las organizaciones de los trabajadores de designar a sus propios representantes a los 
fines de la negociación colectiva”. Uno puede interpretar que se tiene gente formada, pero que se 
puede mandar a la que no lo esté. Está bien que no lo limite; debería decir que no puede vetar a 
nadie”. Me da la impresión que va de suyo que no puede hacerlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Diría que este artículo está incorrectamente redactado en cuanto al objetivo 
que pretende. En realidad, si ambas partes tienen la obligación de formar a sus representantes y lo que 
se quiere decir es que, independientemente de ello, ninguna tiene derecho a impugnar o a elegir el 


delegado de la otra, está cometiendo un error o una discriminación cuando dice que “La formación a 
impartirse no limitará el derecho de las organizaciones de los trabajadores de designar a sus propios 
representantes a los fines de la negociación colectiva”. Esto quiere decir que los empresarios no tienen 
derecho a rechazar a un delegado de los trabajadores y viceversa. Hay que ver si se está diciendo que 
es un acto voluntario de formación de las autoridades. 


Personalmente, lo dejaría con la redacción: “La formación a impartirse no limitará el derecho 
de las partes a designar a sus propios representantes a los fines de la negociación colectiva”. De ese 
modo nos quedamos tranquilos, porque es válido para ambas partes. 


SEÑOR ALFIE.- En ese caso lo dejamos igual en lo conceptual. 
SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Considera que habría que eliminarlo? 


SEÑOR ALFIE.- No sé si eliminarlo, pero me parece que tendría que quedar claro lo que dice el señor 
Presidente. Creo que nadie puede vetar a alguna persona, siempre y cuando tenga la formación. En 
realidad, la clave del inciso primero es evitar que gente no idónea exacerbe las cosas cuando no 
corresponda. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entiendo que el inciso segundo, en el afán de generar certezas -seguramente 
debe hacerlo- limita el alcance del inciso primero. 


SEÑOR ALFIE.- En todo caso, debería decir “sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No olviden que el primer inciso dice: “tengan la oportunidad de recibir una 
formación adecuada”; no dice “reciba”, sino “tengan la oportunidad de recibir”, y además agrega que 
tiene que ser una formación adecuada. 


SEÑOR ALFIE.- Donde dice “adoptarán medidas”, debería decir “tienen la obligación de adoptar 
medidas”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Exactamente. Ahora bien; me pregunto cuál es la formación adecuada, porque 
si ponemos eso como mandato imperativo, mañana una de las partes perfectamente podrá impugnar la 
representación de la otra. Por lo tanto, hay que dejar claro que eso no da lugar a la impugnación de los 
representantes de una u otra parte. Creo que se está marcando la voluntad de la norma. 


SEÑOR GALLINAL.- Me parece que queda claro que esto no supone el acceso a un título de 
negociador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por supuesto. 


SEÑOR GALLINAL.- Ese sí sería un impedimento: solamente pueden negociar aquellos que tienen el 
título, porque cumplieron con los cursos correspondientes. Me parece que esta es una norma que 
simplemente busca que las partes encuentren mecanismos de formación, pero eso no excluye que 
haya quienes participen de la negociación con la única formación de la experiencia de todos los días, 
que es lo que muchas veces sucede. Por lo tanto, pienso que habría que eliminar el inciso segundo, 
dejando simplemente la idea de buscar mecanismos que permitan a las partes formarse. 


SEÑORA DALMÁS.- Si este inciso se presta a confusión, pienso que lo mejor es eliminarlo. Es un 
inciso que describe lo que ocurre en la vida real. Generalmente, cuando en las instituciones públicas se 
tratan temas como una reestructura funcional, el sistema de calidad o cuestiones de productividad, 
miembros de los sindicatos concurren a cursos. El negociador, en realidad, es un representante político 
-no partidario- del gremio que, en general, además, es alguien electo para negociar por las mayorías 
de las corrientes sindicales o gremiales, es decir que es un delegado político que no tiene por qué 
coincidir con quienes asistieron a los cursos. Creo que esto es un poco lo que describe el artículo. 


Normalmente esto no se da en las empresas públicas, porque tienen una sección “Recursos Humanos” 
en la que, habitualmente, la persona que negocia está formada para ello o en temas sobre los cuales 
se va a negociar; también puede ser que haya asistido a cursos al respecto. Me parece que es por eso 
que se menciona a una de las partes, y es lo que puede llevar a confusión entre quienes asistieron a 
determinado curso y quién es el delegado en la negociación. 


SEÑOR ALFIE.- Mi propuesta original es que deberíamos votar el inciso primero y no el segundo. 
Pienso que está clara la redacción: “Las partes en la negociación colectiva adoptarán medidas para 
que sus negociadores, en todos los niveles, tengan la oportunidad de recibir una formación adecuada”. 
De esta manera no se está obligando a que las partes manden negociadores formados porque, como 
bien dice el señor Senador Gallinal, muchas veces la experiencia vale más que los cursos. Por lo tanto, 
si estamos de acuerdo propongo votar el artículo 8% solamente con su inciso primero. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 8% sin el inciso 
segundo. 


(Se vota:) 
5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR GALLINAL.- Podemos tener algún problemita con los artículos 9* y 15. El artículo 9 declara 
comprendidos en el ámbito de la ley a otros Poderes del Estado y a los Gobiernos Departamentales; en 
función de eso, sería de aplicación el artículo 64 de la Constitución, que exige mayorías especiales en 
las normas relativas a funcionarios públicos que comprendan a los Gobiernos Departamentales. 


Por otro lado, los artículos anteriores al 15 establecen los ámbitos de negociación, 
básicamente dentro de la Administración Central o de los Entes Autónomos y Servicios 
Descentralizados del dominio industrial y comercial del Estado. El artículo 15, por su parte, ya refiere 
más claramente a organismos con mayor autonomía o independencia, como es el caso de los 

Poderes Legislativo y Judicial -Poderes independientes- y de los Gobiernos Departamentales, 
organismos autónomos. Uno no imagina -por lo menos hasta hoy no es así- que el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social debe asistir como intermediario a ámbitos de negociación dentro de un 
Gobierno Departamental o del propio Poder Legislativo. Sin embargo, así lo establece la ley, que hasta 
posibilita la participación, como asesores, de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, de la Oficina 
Nacional del Servicio Civil y del Ministerio de Economía y Finanzas. 


Entonces, me gustaría hacer la consulta a la Cátedra correspondiente para ver cómo 
podemos compatibilizar los ámbitos de aplicación con esos organismos. De lo contrario, podemos dejar 
para discutirlo en la próxima sesión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece bien que lo hayan planteado, porque nos permite ir haciendo 
algunas consultas. 


SEÑOR GALLINAL.- Es muy difícil sostener, por ejemplo, que en un ámbito de negociación del Poder 
Legislativo, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social cumpla una función de fiscalización, y mucho 
menos dentro de un Gobierno Departamental, porque hasta ahora nunca ha sido así. Estaríamos 
introduciendo al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social en el ámbito de los Gobiernos 
Departamentales -con las resistencias que sabemos que se levantan por parte de los Intendentes 
Municipales- cuando esto se puede resolver muy simplemente, estableciendo la mesa de negociación 
en el artículo 15 y eliminando la participación de organismos ajenos. 


Entonces, ¿va a haber negociación colectiva en las administraciones municipales? Sí, señor. 
¿Quiénes van a participar? Los representantes del Gobierno Departamental y los de los gremios, y 
serán ellos quienes tendrán la responsabilidad de llegar a los acuerdos correspondientes, pero no bajo 
la fiscalización y el asesoramiento de organismos que pertenecen al Poder Ejecutivo, al Gobierno 
nacional. 


Otro tanto sucede dentro del Poder Legislativo y del Poder Judicial, porque les estaríamos 
quitando independencia. Quizás la cosa sea más discutible en los otros organismos autónomos, pero 
los Entes Autónomos de la Enseñanza Pública, por ejemplo, son los que tienen el máximo grado de 
autonomía; por algo el final del inciso primero del artículo 15 dice: “atendiendo a las particularidades 
reconocidas por la Constitución de la República”. ¿Cuáles son esas particularidades? No son otras que 
la autonomía. 


En consecuencia, quiero ir adelantando las consultas correspondientes, de manera de traer 
esto más estudiado para la próxima reunión. Además -no sé si lo recuerdan los señores Senadores- ya 
se lo había planteado a los integrantes de la Cátedra de Derecho Laboral. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me acota la Secretaría que la próxima sesión ordinaria de la Comisión sería 
en el mes de junio, por lo que consulto a los señores Senadores si fuese posible hacer una sesión 
extraordinaria. Concretamente, si el Congreso de Intendentes pudiera asistir a este ámbito el jueves 
que viene y si los señores Senadores están de acuerdo, lo recibiríamos ese día. 


Queda pendiente entonces la posibilidad de una reunión el jueves de la semana próxima. 
No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 17 y 56 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


